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1. La actividad de la Administración Pública, de acuerdo al criterio de su forma de actuación con los 

ciudadanos, se clasifica en: 

a) Actividad sancionadora, recompensatoria y de servicio público 
b) Actividad confiscatoria, de fomento y prestataria 
c) Actividad represiva, subvencionadora y de servicio público 
d) Actividad de limitación o policía, de fomento y de servicio público 

2. Respecto el principio de confianza legítima, señale la respuesta correcta: 

a) Comporta que la autoridad pública no pueda adoptar medidas que resulten contrarias a la 
esperanza inducida por la razonable estabilidad en las decisiones de aquélla, y en función de las 
cuáles los particulares han adoptado determinadas decisiones. 

b) Consiste en que la autoridad pública tenga que actuar de cara a los administrados conforme el 
precedente administrativo. 

c) Es un principio de organización según el cual la Administración debe estructurarse de modo que 
sus relaciones con otras entidades públicas sea transparente y eficaz. 

d) Es un principio que únicamente cabe apreciar su concurrencia cuando la Administración actúa 
en ejercicio de potestades regladas. 

3. Respecto el principio de proporcionalidad, señale la respuesta correcta: 

a) Es un principio expresamente reconocido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cuando  establece la prohibición de 
acciones posesorias. 

b) Es un principio que no se puede considerar como fuente del derecho administrativo. 
c) Es un principio expresamente reconocido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, como principio de intervención de las Administraciones Públicas para 
el desarrollo de una actividad. 

d) Es un principio de creación doctrinal no reconocido expresamente ni en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Púbicas, ni en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

4. Sobre la competencia de los órganos de las Administraciones Públicas, señale la respuesta 

correcta: 

a) La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan 
atribuida como propia, salvo los casos de desconcentración o delegación. 

b) Mediante la figura de la desconcentración se atribuye el ejercicio de competencias a órganos 
jerárquicamente dependientes, pero no la titularidad de la competencia. 

c) La delegación de competencias, las encomiendas de gestión, la delegación de firma y la 
suplencia no suponen alteración de la titularidad de la competencia, aunque sí de elementos 
determinantes de su ejercicio. 

d) La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán 
ser delegadas en otros órganos jerárquicamente dependientes. 
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5. En relación con la delegación de competencias, y de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 40/2015, 

de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, señale la respuesta correcta: 

a) En ningún caso podrán delegarse las competencias que se ejerzan por delegación. 
b) No podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a la adopción de disposiciones de 

carácter general. 
c) Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación indicarán expresamente esta 

circunstancia y se considerarán dictadas a todos los efectos por el órgano delegado. 
d) La delegación será revocable por el órgano que la haya conferido siempre que sea con 

anterioridad a dictarse la propuesta de resolución del procedimiento. 

6. Según la vigente Constitución Española, El Gobierno, en uso de una delegación legislativa, podrá: 

a) Dictar Decretos-Leyes 
b) Dictar un texto articulado o un texto refundido  
c) Dictar Reglamentos ejecutivos 
d) Dictar una Ley de Bases 

 

7. En el ámbito de la Unión Europea ¿Cuál es el acto jurídico que tiene alcance general, que es 

obligatorio en todos sus elementos y que es directamente aplicable  a todos los Estados Miembros? 

a) La Directiva. 
b) El Reglamento.  
c) La Decisión. 
d) La Recomendación 

8. Según el vigente Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, en el marco de la legislación básica 

del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca, es competencia de la Junta de 

Comunidades el desarrollo legislativo y la ejecución en: 

a) Ferias internacionales 
b)  Régimen local 
c)  Asociaciones 
d) Productos farmacéuticos 

9. La presunción de validez de los actos administrativos y su eficacia inmediata desde la fecha en 

que se dictan, salvo que en ellos se disponga otra cosa, es una manifestación del principio de: 

a) La autotutela declarativa 
b) La autotutela ejecutiva 
c) La autotutela reduplicativa 
d) La autotutela conservativa 
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10. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro 

del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga: 

a) El texto íntegro de la resolución.  
b) El texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado.  
c) El texto íntegro de la resolución, así como la indicación de si pone fin o no a la vía administrativa.  
d) El texto íntegro de la resolución, así como la indicación de los recursos que procedan. 

11. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, la nulidad o anulabilidad de un acto administrativo: 

a) Implicará la de los sucesivos en el procedimiento, en todos los casos  que el interesado así lo 
solicite. 

b) No implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean independientes del primero. 
c) Implicará la de los sucesivos en el procedimiento, sean o no independientes del primero, siempre 

que se trate de actos desfavorables o de gravamen. 
d) Implicará la de los sucesivos en el procedimiento, en todo caso. 

12. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas ¿Qué efectos jurídicos produce la paralización durante tres meses de los 

procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando es imputable al mismo? 

a) Silencio administrativo 
b) Allanamiento 
c) Caducidad   
d) Prescripción 

13. Según el artículo 12.2 de la Ley 39/2015, del 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, en relación al uso de medios electrónicos por el 

interesado: 

 

a) Las Administraciones Públicas están obligadas a asistir en el uso de medios electrónicos a los 
interesados, sólo si son personas jurídicas. 

b) Las Administraciones Públicas están obligadas a asistir en el uso de medios electrónicos a las 
personas físicas, personas jurídicas, entidades sin personalidad jurídica y comunidades de 
bienes que expresamente lo soliciten. 

c) Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no 
incluidos en los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente 
a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico 
general y obtención de copias auténticas. 

d) Las Administraciones Públicas no asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados en 
un procedimiento administrativo, aun cuando lo soliciten. 
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14. Señale la respuesta correcta con respecto a la suspensión de la ejecución de un acto 

administrativo impugnado:  

a) La interposición de cualquier recurso suspenderá la ejecución del acto impugnado. 
b) La interposición de cualquier recurso suspenderá la ejecución del acto impugnado, salvo que una 

disposición establezca lo contrario. 
c) La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida transcurridos veinte días desde la 

presentación de su solicitud. 
d) La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo 

contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado.  

15. En el procedimiento administrativo de naturaleza sancionadora, los presuntos responsables 

tendrán los siguientes derechos: 

a) A actuar asistido de asesor, sólo cuando se le impute una infracción de carácter muy grave. 
b) A cumplir las obligaciones de pago a través de medios electrónicos utilizando solamente la tarjeta 

de crédito y débito. 
c) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo 

contrario.  
d) A la tramitación del procedimiento adoptando la forma simplificada cuando se trate de 

infracciones graves. 

16. En cuanto a la tramitación simplificada en procedimientos de naturaleza sancionadora: 

a) Cuando la administración acuerde de oficio la tramitación simplificada deberá notificarla a los 
interesados, y si alguno de ellos manifiesta su oposición expresa, se deberá seguir la tramitación 
ordinaria.  

b) Se podrá adoptar la tramitación simplificada del procedimiento cuando el órgano competente para 
iniciarlo considere que la infracción puede calificarse como leve. 

c) En procedimientos de naturaleza sancionadora en que se adopte la tramitación simplificada, el 
plazo de resolución será de dos meses. 

d) En procedimientos de naturaleza sancionadora en que se adopte la tramitación simplificada la 
resolución que ponga fin al procedimiento no podrá ser objeto de recurso en vía administrativa.  

17. Según el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, es un contrato sujeto a regulación armonizada: 

a) Un contrato de colaboración entre el sector público y el sector privado únicamente cuando su 
valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros. 

b) Un contrato de obras cuyo valor estimado es de 2.500.000 euros. 
c) Un contrato de suministros cuyo valor estimado es de 135.000 euros y que va a ser adjudicado 

por la Administración autonómica de Castilla-La Mancha. 
d) Un contrato de colaboración entre el sector público y el sector privado en todo caso. 
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18. Según el artículo 212 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se 

aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público: 

a) La constitución en mora del contratista precisará intimación previa por parte de la Administración. 
b) La cuantía de las penalidades previstas en el documento contractual para el caso de 

cumplimiento defectuoso podrá alcanzar hasta el 20 por 100 del presupuesto del contrato. 
c) Las penalidades por cumplimiento defectuoso únicamente pueden preverse en los pliegos, nunca 

en el documento contractual. 
d) Cada vez que las penalidades por demora alcancen un múltiplo del 5 por 100 del precio del 

contrato, el órgano de contratación estará facultado para proceder a la resolución del mismo o 
acordar la continuidad de su ejecución con imposición de nuevas penalidades. 

19. Según la Ley 6/1985, de 13 de noviembre, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Castilla-

La Mancha, las concesiones demaniales se otorgarán con carácter general por un plazo máximo de 

duración de: 

a) Noventa y nueve años 
b) Cincuenta años 
c) Setenta y cinco años  
d) Veinte años 

20. Cuando las Administraciones Públicas actúen directamente o a través de una entidad de derecho 

privado en relaciones de esta naturaleza, su responsabilidad por las lesiones que su actuación pueda 

causar se exigirá: 

a) De conformidad con las previsiones contenidas en los artículos 1902 y siguientes del Código Civil 
al regular la responsabilidad extracontractual en el ámbito privado. 

b) Con arreglo a las normas previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, salvo que la Administración concurra con sujetos de derecho privado, en cuyo 
caso la reclamación de los particulares deberá efectuarse con arreglo a las normas del Código 
Civil. 

c) Con arreglo a las normas previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, salvo que la responsabilidad se exija directamente a la entidad de derecho privado 
a través de la cual actúe o a la entidad aseguradora que cubra su responsabilidad, en cuyo caso 
la reclamación de los particulares deberá efectuarse con arreglo a las normas del Código Civil. 

d) En todo caso, de conformidad con lo previsto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público. 

 

 

 

 

 

21. Con arreglo a lo previsto en el artículo 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la tramitación simplificada del 

procedimiento de responsabilidad patrimonial: 
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a) Únicamente procede en los procedimientos iniciados de oficio siempre que sea inequívoca la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión, la valoración del 
daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización. 

b) La resolución del procedimiento deberá ser dictada en el plazo de treinta días a contar desde que 
el órgano competente para la tramitación acuerde la suspensión del procedimiento general y la 
iniciación del procedimiento simplificado. 

c) Incluirá como trámite necesario la audiencia al interesado. 
d) Cuando se solicite el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la 

Comunidad Autónoma, se producirá la suspensión automática del plazo para resolver. 

22. ¿Qué acto administrativo da inicio al procedimiento general de expropiación forzosa? 

a) La declaración de utilidad pública o interés social del fin a que haya de afectarse el objeto 
expropiado. 

b) La aprobación por parte de las administraciones públicas territoriales de los planes de obras y 
servicios, en los que la utilidad pública se entiende implícita en relación con la expropiación de 
inmuebles. 

c) El acuerdo de la necesidad concreta de ocupar los bienes o adquirir los derechos objeto de 
expropiación. 

d) El posible acuerdo de adquisición del objeto expropiado entre la administración y el particular con 
carácter previo a la iniciación del procedimiento de determinación del justo precio. 

23. La Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo Público de Castilla-La Mancha: 

a) No es de aplicación al personal funcionario de la Administración de las entidades locales de 
Castilla-La Mancha. 

b) Es de aplicación al personal docente e investigador de la Universidad de Castilla-La Mancha, 
cuando así lo disponga su normativa específica. 

c) No es de aplicación, en ningún caso, al personal laboral de las Administraciones Públicas de 
Castilla-La Mancha. 

d) Es de aplicación, con carácter supletorio, al personal del Consejo Consultivo de Castilla La 
Mancha. 

 

24. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 4/2011, de 10 de marzo, del Empleo 

Público de Castilla-La Mancha, la oferta de empleo público: 

a) Deberá incluir las plazas vacantes, dotadas o no presupuestariamente, cuya cobertura se 
considere necesaria. 

b) Su aprobación obliga a convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas 
comprometidas y hasta un diez por ciento adicional de las ofertadas. 

c) La ejecución total de la oferta de empleo público, deberá desarrollarse en el plazo improrrogable 
de dos años contados a partir del día siguiente al de su publicación. 

d) La oferta de empleo público deberá aprobarse cada tres años y publicarse en el diario o boletín 
oficial correspondiente. 
 

 

 

 

25. ¿Cuál de los siguientes conceptos forma parte de las retribuciones complementarias de los 

funcionarios?: 
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a) Gratificaciones extraordinarias. 
b) Trienios. 
c) Sueldo. 
d) Indemnizaciones por razón del servicio. 

26. En relación a la situación administrativa de servicios especiales: 

a) Será declarado en dicha situación, al funcionario de carrera que en virtud de procedimientos de 
provisión de puestos de trabajo, obtenga destino en una Administración Pública distinta. 

b) Será declarado en dicha situación, al funcionario de carrera que se encuentre en situación de servicio 
activo en otro cuerpo o escala de cualquier Administración Pública. 

c) Será declarado en dicha situación, al funcionario de carrera que sea designado como personal 
eventual y no opte por permanecer en situación de servicio activo. 

d) Será declarado en dicha situación, al funcionario que acceda a la condición de diputado de las Cortes 
de Castilla-La Mancha, siempre que no perciba retribuciones periódicas por la realización de dicha 
función. 

27. En relación al régimen disciplinario de los funcionarios públicos, por la comisión de una falta 

grave, podrá imponerse la siguiente sanción: 

a) La suspensión firme de funciones y retribuciones por un periodo de 15 días. 
b) Traslado forzoso con o sin cambio de localidad de residencia. 
c) Ampliación entre uno y dos años del periodo de tiempo requerido para poder solicitar el 

reconocimiento del tramo o grado correspondiente. 
d) Suspensión del derecho a estar como disponible en todas las bolsas de trabajo de personal 

funcionario interino o laboral temporal de las que se forme parte, por un periodo de un mes a seis 
meses. 

28. En referencia a las fuentes de la relación laboral, señale la respuesta correcta: 

a) La voluntad de las partes es fuente de la relación laboral, sin que en ningún caso pueda establecer 
condiciones menos favorable o contrarias a las previstas en las disposiciones legales y convenio 
colectivos. 

b) Los usos y costumbres son fuente de la relación laboral pero sólo se aplican si cuentan con recepción 
o remisión expresa en una disposición legal. 

c) En caso de conflicto entre los preceptos de dos o más normas laborables, se aplica la norma que 
haya sido pactada entre las partes. 

d) El contrato de trabajo es fuente de la relación laboral y se aplica en defecto de disposiciones legales, 
convencionales, usos o costumbre. 

29. En relación a la forma del contrato, señale la respuesta correcta: 

a) El contrato de trabajo se formalizará por escrito, cuando así lo exija cualquiera de las partes, siempre 
y cuando no se haya iniciado la relación laboral. 

b) Será obligatorio formalizar por escrito un contrato por tiempo determinado cuya duración sea de dos 
meses. 

c) No es obligatorio formalizar por escrito los contratos de obra o servicio determinados cuya duración 
no sea superior a cuatro semanas. 

d) Podrán celebrarse de palabra los contratos para la formación. 

 

 

30. El salario mínimo interprofesional (SMI): 

a) Se fija anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
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b) El SMI para 2017 asciende a 21,62 €/día o 648,60 €/mes. 
c) Entre otros aspectos, se fija teniendo en cuenta el Producto Interior Bruto (PIB). 
d) En el SMI para 2017 se computa únicamente las retribuciones en dinero. 

31. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 

octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores ¿cuál 

de las siguientes afirmaciones es cierta?: 

a) La contratación de trabajadores con la finalidad de cederlos temporalmente a otra empresa es un 
fraude de ley. 

b) Los empresarios, cedente y cesionario, que incurran en cesión ilegal de trabajadores responderán 
subsidiariamente de las obligaciones contraídas con los trabajadores y con la Seguridad Social. 

c) Se incurre en cesión ilegal de trabajadores cuando la empresa cedente carezca de una actividad o 
de una organización propia y estable. 

d) Los trabajadores sometidos a tráfico prohibido adquirirán la condición de fijos en la empresa 
cesionaria. 

32. De acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 

se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, puede ser causa objetiva 

de extinción de un contrato de trabajo: 

a) La falta de adaptación del trabajador a las modificaciones técnicas operadas en su puesto de trabajo 
cuando dichos cambios sean razonables y haya transcurrido como mínimo un mes desde que se 
introdujeron. 

b) Las faltas de asistencia al trabajo aun justificadas pero intermitentes que alcancen el 10% de las 
jornadas hábiles en dos meses consecutivos, incluidas las ausencias debidas a huelga legal por el 
tiempo de duración de la misma. 

c) La ineptitud del trabajador conocida o sobrevenida con posterioridad a su colocación efectiva en la 
empresa salvo la existente con anterioridad al cumplimiento del periodo de prueba, que no podrá 
alegarse después de dicho cumplimiento. 

d) La modificación de la jornada de trabajo pactada por razones económicas, técnicas, organizativas o 
de producción cuando el trabajador haya optado por la rescisión de su contrato de trabajo. 

33. De acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 

se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, son órganos de 

representación de los trabajadores en la empresa o centro de trabajo: 

a) El comité de empresa en las empresas o centros de trabajo que tengan menos de 50 y más de 10 
trabajadores. 

b) Los delegados de personal en las empresas o centros de trabajo que   cuenten entre 5 y 10 
trabajadores, si así lo deciden éstos por mayoría. 

c) Las secciones sindicales más representativas que cuenten con un mínimo del 10% de los 
trabajadores. 

d) El comité de empresa en las empresas o centros de trabajo cuyo censo sea de 50 o más trabajadores. 

 

 

 

34. De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre Relaciones 

de Trabajo, cuál de las siguientes afirmaciones es cierta en relación con el ejercicio del derecho de 

huelga: 
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a) Cuando la huelga afecte a empresas encargadas de cualquier clase de servicios públicos el preaviso 
del comienzo de la huelga al empresario y a la autoridad laboral habrá de ser, al menos, de quince 
días naturales. 

b) El trabajador en huelga permanecerá en la situación de alta especial en Seguridad Social 
manteniéndose la obligación de cotización por parte del empresario y del propio trabajador. 

c) El trabajador en huelga no tiene derecho a la prestación económica por incapacidad laboral 
transitoria. 

d) La huelga es legal aunque se inicie o sostenga por motivos políticos o sea de solidaridad o de apoyo. 

35. De acuerdo con lo previsto en el VII Convenio Colectivo para el Personal Laboral al servicio de la 

Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, no serán objeto de negociación 

sindical, pero sí de información previa, las modificaciones de la Relación de Puestos de Trabajo de 

Personal Laboral derivadas de: 

a) Creación de puestos de trabajo. 
b) Declaración de un puesto de trabajo como “a amortizar”. 
c) Modificación de la forma de provisión de los puestos de trabajo. 
d) Modificación de los requisitos y méritos de los puestos de trabajo. 

36. En el Régimen General de la Seguridad Social, las asignaciones para gastos de locomoción del 

trabajador que, sin usar medio de transporte público, se desplace fuera de su centro habitual de 

trabajo para realizar el mismo en lugar distinto, 

a) No se computan en la base de cotización cualquiera que sea la cuantía abonada. 
b) No se computan en la base de cotización en la cuantía y con el alcance previsto en la normativa 

estatal reguladora del Impuesto sobre la Renta de la Personas Físicas. 
c) Se computa en la base de cotización la cantidad que resulte de multiplicar 0,19 euros por kilómetro 

recorrido, siempre que se justifique la realidad del desplazamiento. 
d) Se computa en la base de cotización el total importe abonado con independencia de que éste sea 

superior o inferior a 0,19 euros por kilómetro recorrido. 

37. En el Régimen General de la Seguridad Social, durante el tiempo en que el personal funcionario 

disfruta de un permiso sin sueldo: 

a) Subsiste la obligación de mantener el alta y de cotizar la cuota patronal derivada de contingencias 
comunes. 

b) Subsiste la obligación de mantener el alta y de cotizar la cuota patronal por contingencias comunes 
y profesionales. 

c) No subsiste la obligación de mantener el alta ni de cotizar. 
d) No subsiste la obligación de mantener el alta pero sí de cotizar la cuota patronal derivada de 

contingencias profesionales. 

 

 

 

38. Se consideran Regímenes Especiales de la Seguridad Social los que encuadren los grupos 

siguientes: 

a) El personal contratado al servicio de notarías, registros de la propiedad y demás oficinas o centros 
similares.  

b) Los conductores de vehículos de turismo al servicio de particulares. 
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c) Trabajadores del mar. 
d) Empleados del hogar. 

39. En el Régimen General, las altas en Seguridad Social solicitadas fuera de plazo por el empresario: 

a) Tendrán efectos desde el día en que se formule la solicitud, salvo que, de aplicarse el sistema de 
autoliquidación de cuotas previsto en el artículo 19.1 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, se haya producido su ingreso dentro de plazo reglamentario, en cuyo caso el alta 
retrotraerá sus efectos a la fecha en que se hayan ingresado las primeras cuotas correspondientes 
al trabajador de que se trate. 

b) Tendrán efectos en todo caso desde el día en que se formule la solicitud. 
c) Tendrán efectos desde la fecha en que el trabajador comenzó a prestar servicios, sin perjuicio de las 

sanciones que puedan imponerse al empresario. 
d) Tendrán efectos desde la fecha en que el trabajador haya comenzado a prestar servicios salvo que 

haya transcurrido más de un mes, en cuyo caso el alta tendrá efectos del primer día del mes en que 
se presente la solicitud. 

40. En el Régimen General de la Seguridad Social, la cotización por las contingencias de accidentes 

de trabajo y enfermedades profesionales se realizará: 

 

a) Mediante la aplicación de los tipos de cotización establecidos en la Ley de Presupuestos para 
desempleo, formación profesional y FOGASA.  

b) Mediante la aplicación de los tipos de cotización establecidos para cada actividad económica, 
ocupación, o situación en la tarifa de primas establecida legalmente. 

c) Mediante la aplicación del tipo único de cotización a la base de cotización que resulte de sumar las 
retribuciones por horas ordinarias y por horas extraordinarias de trabajo. 

d) Mediante la aplicación a la cuota empresarial por contingencias comunes de los coeficientes fijados 
legalmente en función de la actividad. 

41. Durante el periodo en que el personal al servicio de la Administración de la Junta de Comunidades 

de Castilla-La Mancha y de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de ella se 

encuentre en situación de incapacidad temporal: 

 

a) Se abona un complemento por el importe que sea necesario, en su caso, para garantizar las 
retribuciones derivadas de la prestación de servicios en sábados, domingos o festivos, tanto si la 
incapacidad deriva de contingencias profesionales como si deriva de contingencias comunes. 

b) Se abona un complemento por el importe que sea necesario, en su caso, para garantizar las 
retribuciones derivadas de la prestación de servicios en sábados, domingos o festivos, únicamente 
si la incapacidad deriva de contingencias profesionales. 

c) Se abona un complemento por el importe que sea necesario, en su caso, para garantizar las 
retribuciones derivadas de la prestación de servicios en sábados, domingos o festivos, únicamente 
si la incapacidad deriva de contingencias comunes 

d) No se abona complemento alguno para garantizar retribuciones derivadas de la prestación de 
servicios en sábados, domingos o festivos, tanto si la incapacidad deriva de contingencias 
profesionales como si deriva de contingencias comunes. 

 

42. Durante el período de percepción de la prestación contributiva por desempleo que tenga como 

causa la extinción de la relación laboral, la entidad gestora: 

 

a) No tiene obligación de ingresar las cotizaciones a la Seguridad Social, aunque el periodo se 
considere cotizado a todos los efectos. 

b) Ingresará las cotizaciones a la Seguridad Social, asumiendo la aportación empresarial y descontando 
de la cuantía de la prestación la aportación que corresponda al trabajador. 
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c) Ingresará únicamente las cotizaciones a la Seguridad Social que correspondan a la aportación 
empresarial. 

d) Ingresará únicamente las cotizaciones a la Seguridad Social que correspondan a la aportación del 
trabajador descontándolas de la prestación. 

43. La cuantía del subsidio por incapacidad temporal que percibe a partir del cuarto mes de baja el 
personal funcionario incluido en el Régimen del Mutualismo Administrativo: 

a) Se incrementa, en su caso, al inicio de cada año, en el mismo porcentaje que se incrementen las 
retribuciones de los funcionarios. 

b) Se recalcula si el funcionario cambia de puesto, incrementándose o minorándose según dicho 
cambio suponga un aumento o una disminución de retribuciones. 

c) Es fija e invariable mientras dure la incapacidad. 
d) Es fija e invariable mientras dure la incapacidad salvo que durante ésta el funcionario cumpla un 

nuevo trienio, en cuyo caso se incrementa en la cuantía de éste. 

44. Los derechos pasivos causados por el personal comprendido en el ámbito de cobertura del 
Régimen de Clases Pasivas, 

a) Prescriben a los 4 años del hecho causante, sin perjuicio de que la retroactividad máxima de los 
efectos económicos del reconocimiento de las prestaciones sea de tres meses a contar desde el día 
primero del mes siguiente a la presentación de la correspondiente solicitud. 

b) Prescriben a los 4 años del hecho causante, sin perjuicio de que la retroactividad máxima de los 
efectos económicos del reconocimiento de las prestaciones sea de seis meses a contar desde el día 
primero del mes siguiente a la presentación de la correspondiente solicitud. 

c) Son imprescriptibles, sin perjuicio de que la retroactividad máxima de los efectos económicos del 
reconocimiento de las prestaciones sea de tres meses a contar desde el día primero del mes 
siguiente a la presentación de la correspondiente solicitud. 

d) Son imprescriptibles, sin perjuicio de que la retroactividad máxima de los efectos económicos del 
reconocimiento de las prestaciones sea de seis meses a contar desde el día primero del mes 
siguiente a la presentación de la correspondiente solicitud. 

45. El principio presupuestario clásico de carácter económico conocido como “regla de oro” es el 

de: 

a) Gasto público mínimo. 
b) Deuda pública autoliquidable. 
c) Neutralidad de la imposición. 
d) Equilibrio presupuestario anual. 

46. En el presupuesto por programas la fase que es anterior al resto es: 

a) La identificación de unidades de decisión. 
b) La planificación. 
c) La programación. 
d) El análisis multicriterio. 

 
 

47. En la estructura de los estados de ingresos de los Presupuestos Generales de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha el capítulo 3 contiene las previsiones referidas a: 

a) Ingresos patrimoniales. 
b) Tasas, precios públicos y otros ingresos. 
c) Impuestos indirectos. 
d) Transferencias corrientes. 
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48. Según el Decreto Legislativo 1/2002, de 19/11/2002, por el que se aprueba el Texto Refundido de 

la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, podrán adquirirse bienes inmuebles cuyo importe sea 

superior a 601.012,10 euros, siempre que exista crédito suficiente en el momento de la firma de la 

escritura para hacer frente al: 

a) 25 por ciento del precio. 
b) 50 por ciento del precio. 
c) 10 por ciento del precio. 
d) 100 por cien del precio. 

 

49. La facultad de aprobación de los gastos propios de los Servicios a su cargo que el Decreto 

Legislativo 1/2002, de 19/11/2002, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de 

Castilla-La Mancha, atribuye a las personas titulares de las Consejerías: 

a) Se puede desconcentrar pero no delegar. 
b) Se puede delegar pero no desconcentrar. 
c) No se puede desconcentrar ni delegar. 
d) Se puede desconcentrar y delegar. 

 
50. De acuerdo al artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el 

instrumento que tiene por finalidades promover la transparencia, servir como instrumento para la 

planificación de las políticas públicas, mejorar la gestión y colaborar en la lucha contra el fraude de 

subvenciones y ayudas públicas, se llama: 

a) Consejo de Transparencia de Subvenciones Públicas (CTSP) 
b) Sistema Nacional de Subvenciones Públicas (SNSP) 
c) Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) 
d) Oficina Nacional de Publicidad de Subvenciones (ONPS) 

 
51. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 

de Subvenciones, señale cuál de estas obligaciones corresponde a las Entidades Colaboradoras: 

a) Dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación de programas, actividades, 
inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean objeto de subvención. 

b) Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos debidamente 
auditados en los términos exigidos por la legislación mercantil y sectorial aplicable al beneficiario en 
cada caso, así como cuantos estados contables y registros específicos sean exigidos por las bases 
reguladoras de las subvenciones. 

c) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante el órgano concedente de la subvención y, en su 
caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios. 

d) Iniciar el procedimiento de reintegro cuando el beneficiario incumple la obligación de ejecutar el 
proyecto objeto de la subvención. 
 

 

52. En el procedimiento de concesión de subvenciones, conforme la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 

General de Subvenciones, ¿Cuándo cabe efectuar el prorrateo entre los beneficiarios de la 

subvención, del importe global máximo destinado a las subvenciones en la correspondiente 

convocatoria? 

a) Cuando expresamente se prevea esa posibilidad en las bases reguladoras. 
b) En ningún caso pues está prohibido efectuar el prorrateo del importe global máximo entre los 

beneficiarios. 
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c) Cuando expresamente se prevea esa posibilidad en la resolución por la que se efectúa la 
convocatoria del correspondiente programa de subvenciones. 

d) Siempre cabe efectuar el prorrateo, salvo que, excepcionalmente, se prohíba mediante Orden del 
titular de la Consejería competente en materia de hacienda. 

53. Conforme el artículo 58.5 del Decreto Legislativo 1/2002, de 19/11/2002, por el que se aprueba el 

Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, el Consejo de Gobierno debe autorizar, 

previamente a la aprobación del gasto,: 

a) Las convocatorias de ayudas cuyo importe global sea superior a 500.000 euros. 
b) Las bases reguladoras de subvenciones independientemente de su cuantía. 
c) Las bases reguladoras de subvenciones cuyo importe global sea superior a 500.000 euros. 
d) Las convocatorias y bases reguladoras de subvenciones, y otras ayudas económicas, cuyo importe 

global sea superior a 5.000.000,00 de euros. 

54. Según dispone el artículo 65.4 del Decreto Legislativo 1/2002, de 19/11/2002, por el que se aprueba 

el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, con cargo al anticipo de caja fija se 

podrán realizar pagos individualizados: 

a) Únicamente por importe inferior o igual a 3.005,06 euros. 
b) Únicamente por importe inferior o igual a 601,01 euros. 
c) Por importe inferior o igual a 3.005,06 euros, o por importe superior a esa cantidad si son destinados 

a gastos de teléfono, energía eléctrica, combustibles o indemnizaciones por razón del servicio. 
d) Por importe inferior o igual a 6.005,06 euros, o por importe superior a esa cantidad si son destinados 

a gastos corrientes 
 
55. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86 del Decreto Legislativo1/2002, de 19/11/2002, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha: 
 

a) Los ingresos y los pagos de la Tesorería habrán de realizarse siempre mediante medios bancarios. 
b) Los ingresos y los pagos de la Tesorería no pueden realizarse mediante efectivo. 
c) Toda disposición de fondos públicos deberá realizarse mediante, al menos, tres firmas conjuntas. 
d) Los ingresos y los pagos de la Tesorería pueden realizarse mediante medios no bancarios.  

 

56. Según el artículo 17.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, por relación 

jurídico tributaria se entiende: 

a) El conjunto de normas y principios reguladores de cada tributo. 
b) El conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades originados por la aplicación de los 

tributos. 
c) El conjunto de actos y negocios jurídicos suscritos entre la Administración Tributaria y los sujetos 

pasivos de los tributos. 
d) El conjunto de principios que deben inspirar las relaciones entre las diferentes Administraciones 

Tributarias. 

57. Según el artículo 50.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el método de 

cálculo de la Base imponible será con carácter general: 

a) Estimación objetiva. 
b) Estimación directa. 
c) Estimación indirecta. 
d) Estimación subjetiva. 

58. Están sometidos a fiscalización previa: 



14 
 

a) Las subvenciones con asignación nominativa. 
b) Los gastos satisfechos a través del sistema de anticipos de caja fija. 
c) Los contratos menores. 
d) Los actos de ordenación del pago y pago material correspondiente a devoluciones de ingresos. 

 
59. Actualmente, la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha está obligada 

a rendir cuentas de sus respectivas operaciones: 

a) Ante la Sindicatura de Cuentas. 
b) Ante el Tribunal de Cuentas. 
c) Ante el Defensor del Pueblo. 
d) Ante la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas. 

60. ¿Quién es el centro gestor de la contabilidad pública en el sector público regional de Castilla-La 

Mancha? 

a) La Dirección General de Presupuestos. 
b) La Tesorería de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 
c) La Intervención General de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. 
d) La Sindicatura de Cuentas de Castilla-La Mancha. 

61. Conforme el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, señale la opción correcta: 

a) La clasificación del empresario como contratista de obras es requisito indispensable, como medio de 
acreditar su solvencia, cuando el valor estimado del contrato es igual o superior a 250.000 euros. 

b) La clasificación del empresario como contratista de servicios es requisito indispensable, como medio 
de acreditar su solvencia, cuando el valor estimado del contrato es igual o superior a 500.000 euros.  

c) La clasificación del empresario como contratista de suministros es requisito indispensable, como 
medio de acreditar su solvencia, cuando el valor estimado del contrato es igual o superior a 500.000 
euros. 

d) La clasificación del empresario como contratista de servicios no es exigible como medio de 
acreditación de su solvencia.  

62. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, el plazo para efectuar alegaciones en un periodo de información pública: 

a) Deberá ser necesariamente de 5 días. 
b)  Deberá ser necesariamente de 10 días. 
c) No será inferior a 10 ni superior a 15. 
d) En ningún caso podrá ser inferior a 20 días. 

 

 

 

63. Según el artículo 58 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 

Públicas, la facultad de desahucio administrativo está referida: 

a) A cualquier bien que forme parte del Patrimonio de las Administraciones Públicas 
b) Sólo a bienes demaniales 
c) Sólo a bienes que no tengan la condición de demaniales 
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d) El desahucio administrativo no se encuentra recogido entra las facultades con las que cuentan las 
Administraciones para la defensa de su patrimonio 

64.  El personal funcionario interino puede ser nombrado: 

a) Para la ejecución de programas de carácter temporal por una duración de 4 años, prorrogable por 
dos años más. 

b) En puestos de trabajo cuya forma de provisión sea el concurso o la libre designación. 
c) En caso de exceso o acumulación de tareas, por plazo máximo de 12 meses, durante un periodo 

máximo de 2 años, contados a partir del momento en que se producen dichas causas. 
d) Para sustituir la jornada no realizada por el personal funcionario, en caso de disfrute a tiempo parcial 

de permisos. 

65. En cuanto al procedimiento de reintegro de subvenciones en la Junta de Comunidades de 

Castilla-La Mancha, señale la respuesta correcta: 

a) En la tramitación de procedimiento se podrá prescindir en algunos casos del derecho del interesado 
a la audiencia. 

b) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de 12 
meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

c) El órgano competente para exigir el reintegro de las subvenciones será el titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda. 

d) Contra la resolución del procedimiento de reintegro podrá interponerse recurso de alzada.  

 


